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Legislació n 
Por Cecilio Molina Hernández, profesoraAdjunto de Derecho mercantil de la 
Universidad CEU San Pablo. 
 

  
Normativa estatal 
 
Real Decreto 1069/2021, de 4 de 
diciembre, por el que se aprueba la 
Estrategia Española de Apoyo 
Activo al Empleo 2021-2024 
 
Esta nueva Estrategia 2021-2024, 
determina el marco conceptual y 
organizativo al que deberán referirse todas 
las actuaciones que se lleven a cabo en el 
seno del Sistema Nacional de Empleo en 
materia de políticas activas y formación 
profesional para el empleo en el ámbito 
laboral, los principios, los objetivos 
comunes, los instrumentos a utilizar, la 
planificación estratégica de las actuaciones 
a desarrollar y los recursos financieros con 
los que se prevé contar para el 
cumplimiento de los citados objetivos y 
actuaciones. 
 
En aras de la consecución de este fin, la 
Estrategia establece dos tipos de objetivos, 
que se recogerán en los Planes Anuales de 
Política de Empleo. 
 
En primer lugar, la Estrategia establece unos 
objetivos estratégicos que incluyen, a su 
vez, objetivos específicos que facilitan la 
implantación progresiva de las medidas 
correctoras o innovadoras a desarrollar 
durante el periodo de vigencia de esta 
Estrategia. Esta estructura facilita la 
planificación estratégica y temporalización 
de las actuaciones necesarias para la 
modernización de las políticas activas de 
empleo e invita a compartir la visión global 
para su impulso. 
 
En concreto, se han formulado cinco 
objetivos estratégicos como son, el enfoque 

centrado en las personas y en las empresas, 
la coherencia con la transformación 
productiva, la orientación hacia resultados, 
la mejora de las capacidades de los servicios 
públicos de empleo y la gobernanza y 
cohesión del Sistema Nacional de Empleo. 
 
En segundo lugar, los objetivos específicos, 
incluidos en los objetivos estratégicos, 
facilitan la implantación progresiva de las 
medidas correctoras o innovadoras a 
desarrollar durante el periodo de vigencia 
de esta Estrategia. A su vez, los objetivos 
específicos se agruparán entorno a cinco 
ejes diferenciados y complementarios. 
 
En tercer lugar, los ejes complementarios, 
configurados desde una perspectiva 
estratégica, conforman, junto con los 
objetivos estratégicos y específicos una 
estructura idónea para encuadrar las 
nuevas políticas activas de empleo. Cabe 
mencionar que, en ellas se han incluido de 
manera transversal las medidas analizadas 
por el grupo de trabajo de Políticas de 
Empleo para Personas con Discapacidad, 
este trabajo será soporte para la 
elaboración del Libro Blanco del Empleo y la 
Discapacidad que pondrá en marcha el 
Ministerio de Trabajo y Economía Social de 
la mano del Ministerio de Derechos Sociales 
y Agenda 2030, con las comunidades 
autónomas, los interlocutores sociales y las 
entidades representativas del sector. 
 
 
 
Ver documento 

 

https://boe.es/buscar/pdf/2021/BOE-A-2021-20185-consolidado.pdf
https://boe.es/buscar/pdf/2021/BOE-A-2021-20185-consolidado.pdf
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Real Decreto-ley 27/2021, de 23 de 
noviembre, por el que se prorrogan 
determinadas medidas económicas 
para apoyar la recuperación. 
 
El presente real decreto-ley se ajusta a los 
principios de buena regulación recogidos en 
el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas. 
 
En este contexto, el presente real decreto-
ley establece una serie de disposiciones 
cuya vigencia se extenderá más allá de 
diciembre de 2021, con el fin de 
proporcionar un marco de seguridad 
jurídica que otorgue estabilidad económica 
y apoye a las empresas en esta fase de la 
recuperación. Esto se logrará mediante la 
extensión del plazo para las ayudas a la 
liquidez y la solvencia, la exclusión de las 
pérdidas de 2020 y 2021 a los efectos de la 
causa de disolución empresarial, la 
extensión de la moratoria de la obligación 
de declaración de concurso en el caso de 
desequilibrios patrimoniales, en tanto se 
apruebe el nuevo régimen concursal, así 
como el establecimiento de un marco claro 
durante 2022 para las inversiones 
extranjeras directas.  
 
En virtud de los principios de necesidad y 
eficacia, la iniciativa normativa debe estar 
justificada por una razón de interés general, 
basarse en una identificación clara de los 
fines perseguidos y ser el instrumento más 
adecuado para garantizar su consecución. 
Las razones de interés general y los 
objetivos se definen con claridad, en el caso 
de los cinco artículos: afianzar y consolidar 
asegurar la reactivación económica, la 
estabilidad de los mercados y garantizar la 
protección de la seguridad jurídica; 
mantener unas medidas que ha logrado 
evitar la disolución de empresas que 
resultarían viables en unas condiciones de 
funcionamiento de mercado normales; así 
como mantener los apoyos a empresas y 
autónomos hasta que la recuperación esté 

claramente asegurada. También en el 
supuesto de que las comunidades 
autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla 
dispongan de los fondos necesarios hasta la 
resolución de los eventuales recursos 
pendientes de resolución. En todos los 
casos, se trata de los instrumentos idóneos 
para garantizar la consecución de los fines 
perseguidos. 
 
Por su parte, la disposición adicional se 
funda igualmente en el interés general que 
debe coadyuvar a la restauración ecológica 
del Mar Menor. Por último, las medidas de 
política energética se ajustan a las 
necesidades de viabilidad económica y 
financiera de las empresas 
comercializadoras de último recurso, a las 
de cumplimiento de los objetivos de 
extensión de la electrificación de la 
movilidad y a las de protección efectiva de 
los trabajadores mineros dedicados a la 
restauración ecológica de las zonas 
mineras, respectivamente. 
 
Asimismo, las medidas de política 
energética tratan respectivamente de 
mejorar la realidad de las empresas 
comercializadoras de último recurso, 
ajustar la extensión de la política de 
electrificación de la movilidad y mantener la 
política de protección de los trabajadores 
dedicados a trabajos de restauración 
ecológica de zonas mineras. 
 
 
 
Ver documento 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

https://boe.es/buscar/pdf/2021/BOE-A-2021-19305-consolidado.pdf
https://boe.es/buscar/pdf/2021/BOE-A-2021-19305-consolidado.pdf
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Circular 4/2021, de 25 de 
noviembre, del Banco de España, a 
entidades de crédito y otras 
entidades supervisadas, sobre 
modelos de estados reservados en 
materia de conducta de mercado, 
transparencia y protección de la 
clientela, y sobre el registro de 
reclamaciones 
 
La conducta de las entidades supervisadas y 
la forma en la que estas se relacionan con 
sus clientes son elementos esenciales para 
el correcto funcionamiento del sistema 
financiero y para mantener un modelo de 
negocio viable y sostenible en el medio y 
largo plazo, ya que las consideraciones 
reputacionales tienen una gran relevancia 
en esta actividad. 
 
Corresponde al Banco de España la 
supervisión del cumplimiento de las normas 
de ordenación y disciplina bancaria en 
materia de conducta y transparencia 
informativa, así como la supervisión del 
cumplimiento de las buenas prácticas 
bancarias. 
 
En el desarrollo de esta labor, resulta 
necesario establecer un marco específico de 
información reservada en materia de 
conducta, que procure información 
adecuada y suficiente para el correcto 
desarrollo de esta función de supervisión, 
en relación con el cumplimiento de las 
normas de conducta, transparencia y 
protección a la clientela. Esto es 
especialmente relevante cuando se tienen 
en cuenta el proceso de innovación que 
experimenta el mercado de productos y 
servicios bancarios, incluidos los servicios 
de pagos, y la evolución del marco 
normativo en este ámbito de la 
transparencia y la protección de la clientela. 
 
La presente circular establece la 
información que las entidades supervisadas 
tienen que elaborar en materia de 
conducta, en desarrollo –entre otras– de la 

habilitación contenida en la disposición 
adicional octava del Real Decreto 84/2015, 
de 13 de febrero, por el que se desarrolla la 
Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, 
supervisión y solvencia de entidades de 
crédito, conforme al cual se habilita al 
Banco de España para requerir a las 
personas físicas o jurídicas sujetas a su 
supervisión, con la forma y la periodicidad 
que se determinen, los estados y la 
información que considere necesarios para 
cumplir con la función de supervisión de las 
normas de conducta, transparencia y 
protección de los clientes exigibles. En 
concreto, se determinan los modelos de 
estados reservados, para los que se definen 
su contenido y la periodicidad con la que 
deberán ser remitidos al Banco de España. 
Asimismo, se establece la necesidad de que 
las entidades dispongan de un registro de 
reclamaciones a disposición del Banco de 
España con un contenido predefinido. 
 
Teniendo en cuenta los diferentes tipos de 
entidades a las que se dirige la circular, así 
como las diferencias en su tamaño y la 
tipología de clientes a los que prestan 
servicios, se ha previsto un régimen 
simplificado de los requerimientos de 
estados reservados en materia de conducta. 
De esta forma, se incorpora el principio de 
proporcionalidad en la norma. 
 
 
 
Ver documento 

 
 
 
 
 

 

 

https://boe.es/boe/dias/2021/12/01/pdfs/BOE-A-2021-19805.pdf
https://boe.es/boe/dias/2021/12/01/pdfs/BOE-A-2021-19805.pdf

